
Los pequeños esPacios de libertad de los privados
de libertad A propóeito de una resolución de la
Sala Constitucionar

Lic. Aleiandra Manauella Suarez **

El objeto de la accién

La Sala Constitucional dc la Corte Sr.pren:;' jc

Justicia produjo una interesante resoluciút- la \o :t'il-f;-

05165 de las 10,53 hrs.del 14 de ma¡-o del l t - ' r - t - i .

resolviendo un planteo de inconstitucionali'lad donde e:

accionante objetaba el artículo 4l de la Circular \" it-'-

2002delConsejo Superiqrdel PoderJudicial del l1 de

mayo del 2002 -Manual de Procedimientos para -a

Contención. Conducción e Intervenciones Corporals Ce

los Detenidos- en tanto obligaba a los custodios de it-rs

imputados o detenidos a no alejarse más de dos nr'¡os

del privado de libertad y a mantenerse en el mismo

recinto en que se encuentre el abogado con su defendido-
lo cual, en el razonamiento del accionante- irnpedía

reunirse en forma privada con su defensor- rrolando ia
garanfiaestablecida expresamente en el artículo 8-2 inciso

d) de la Convención Americana de Derechos Humanos
y del derecho del inculpado de comunicarse libre y'

privadamente con su abogado defensor. -garantía

prevista en el artículo 109 del Código Procesal Penal-'

El artículo 4 I en cuestión di sponía textual merte :

"Los defensores y representantes del Ministeno

Púrblico debidamente acreditados, podrán solicitarle al

conductor de detenidos que se mantenga a una distancia
prudente mientras conversa con su cliente, siempre que

ias condiciones del lugar lo permitan y sin que descuiden
las correspondientes medidas de seguridad. En ningún
caso el conductor de detenidos dejará más de dos
met ros  de  d is tanc ia  respec to  de l  p r ivado de

libertad y se mantendrá dentro del correspondiente
habitáculo." (la negrita cs nuestra).

Alegaba el  accionantc que l¿ " l ibre y pr ivada
cornunicación" con su defénsor es un derecho del irnputa-
do qr-re comprende la f-acultad dc cxigir una reunión
privada cou su abogado det-ensor y. a tal efecto, el Estado
tiene el deber de f'acilitar un lugar idóneo para llevar a
cabo estas reuniones en ibrma privada. Señalaba que,
aún cuando la medida buscaba justificarse en el riesgo
de fuga del imputado, esta situación podía evitarse de
otras maneras. a f-tn de no causar perjuicio o menoscabo
en los derechos de los detenidos. Asimismo, consideraba
i'rolado también el derecho de privacrdad del detenido,
por cuanto los custodios no tienen obligación de sigilo o
secreto profesional. que si tiene el abogado defensor;
de manera, que su sola presencia puede obstaculizar la
normal tramitación del proceso.

2. La posición de las partes intervinientes

Durante el procedimiento, tanto el Presidente
de la Corte Suprema de Justicia 1'del Consejo Superior
del Poder Judicial. como el Fiscal General de la Repúbli-
ca- concidieron en que la norma impugnada era üolatoria
del derecho fundamental de la libre y pnvada comunica-
ción del imputado con su abogado defensor - artículo
S.l inc. d) de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos- que se integra al debido proceso constitucional
(artícuio 39 CP). Asimismo la estimaban violatoria del
derecho a la privacidad de las comunicaciones de los
privados de libertad -garantía derivada del articulo 24
de la Constitución Política-.

Estos representantes de distintas instancias del
Poder Ju<iiciai si bien consicieraron ios dos metros de
distancia como una falta de razonabilidad técnica enten-
dían quc la pci:mancncta dcl cusiodio en el recinto en el
que se lleva a cabo la reunión no transgredía ningún
derecho constitucional por cuanto, a dicho Poder, le* Abogada costarr¡cense
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coffesponde ejercer una función de control. seguridad y
contención de los reclusos.

Por otro lado, la Procuraduría Gencral de la
República ponía en entredicho los razonan¡icrtos del
accionante considerando que la norma discutida resultaba
no sólo razonable, sino adecuada a los valores s.periwes
encomendados al Poder Judicial por lo que las resric-
ciones al ejercicio de los derechos de los fiv'¡fus de
libertad resultaban 1egítimas y razonables-

La resolución de fondo

a) El principio de razonabilided

La Sala, mediante un rápido recorrido dercsolu-
ciones pertinentes, nos recuerda que el principioderazo-
nabilidad constituye un severo parárnet¡ro &wstitucio-
nalidad no sólo de las normas o preceptos omcretos de
la Constitución, sino también del sentido de justicia
contenido en ella, el cual implica, a su vee elarylimiento
de exigencias fundamentales de equidad yprquciona-
lidad, entendidas istas como idoneidadprerealiz¿r los
fines, principios y valores presupuestos la Carta Magna.

De allí que las leyes y, en genendl,las normas y
los actos de autoridad requieran para su validea no sólo
haber sido producidos por órganos cofrpffites a través
de procedimientos establecidos, sino tanbién pasar la
revisión de fbndo de concordancia con las normas,
principiosy valores supremos de la Constiurión (formal
y material), como son los de orden, paz" seguridad,
justicia, libertad, etc..., que se configuran corno paráme-
tros de razonabilidad.Es decir, que una nonna o acto
público o privado sólo es válido cuando, ademas de su
conformidad formal con la Constituciór¡ este razonable-
mente fundado y justificado conforrne a la ideología
constitucional. De esta manera se pr&ura" no sólo que
la ley no sea irracional, arbitraria o cap,richosa, sino
además que los medios seleccionados tengan una
relación real y sustancial con su objeto.

La Sala tambien recuerda la distinción entre
razonabilidad técnica -proporcionalidad entre medios y
fines-, razonabilidad jurídica - adecuación a la Constitu-
ción en general, y en especial, a los derechos y libertades
reconocidos o supuestos por ella- y ramnabilidad de los
efectos sobre los derechos personales -no imposición a
esos derechos de otras limitaciones o cargas que las
razonablemente derivadas de su nattxaleza y régimen-.

Así, insiste la Sala, un acto limitativo de derechos
es razonable cuando cumple con la triple condición de
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necesario, idóneo y proporcional. La necesidad de una
medida hace directa referencia a la existencia de una
situación que haga preciso proteger algún bien o conjunto
de bienes mediante la adopción de una medida de
diferenciación, de tal modo que si la medida no es tomada
impor tan tes  in te reses  púb l icos  pueden resu l ta r
lesionados; la idoneidad, supone una valoración sobre
si la medida sirve o no para lograr el fln deseado,
permitiéndonos considerar otras alternativas que también
satisfagan sin restringir, o restringiendo en menor grado,
las  l iber tades ;  la  p roporc iona l idad,  imp l ica  una
ponderación entre la finalidad buscada y el tipo de
restricción que se impone de modo que la limitación no
sea marcadamente superior al beneficio que con ella se
pretende obtener.

La Sala añade razonamientos sobre lo que deno-
mina la <<prueba de razonabilidad> ya que para poder
realizar eljuicio de razonabilidad el órgano constitucional
requiere que la parte aporte prueba o almenos elementos
de juicio en los que sustente su argumentación -igual
carga procesal le corresponde a quien rebata los argu-
mentos- y la falta en el cumplimiento de estos requisitos,
hace inaceptables los alegatos de inconstitucionalidad.
<Lo anterior -dice la Sala- debido a que no es posible
hacer un análisis de "razonabilidad" sin la existencia de
una línea argumentativa coherente que se encuentre
probatoriamente respaldada. Ello desde luego, cuando
no se trate de casos cuya (irrazonabilidad> sea evidente
y manifiesta."

b) Las Reglas Mínimas para el Tratamiento
de los Reclusos

La Sala recuerda la vigencia de las resoluciones
del Consejo Económico y Social de la Organización de
las Naciones Unidas, que adoptaron las "Reglas Mínimas
para el Tratamiento de los Reclusos", las cuales son
aplicables en Costa Rica a la luz del artículo 48 de la
Constitución Política que eleva todos los instrumentos
internacionales sobre derechos humanos arango constitu-
cional.

c) El derecho a la privacidad de las comuni-
caciones de los detenidos

Teniendo en cuenta que los privados de libertad
conservan sus derechos fundamentales, con excepción
de los que hayan sido afectados por la sentencia penal.
el derecho a la privacidad de las comunicaciones de los
privados de libertad también está en juego en este caso.

Se trata de un derecho consagrado en el artículo
24 constitucional que, presuponiendo la libertad de las
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c o m u n i c a c i o n e s .  p r e t e n d e  p r o t e g e r  l a  r e s e r v a  o
privacidad de las ntisntas.ljste clerecho guarda estrecha
relaclón con el derecho a la intimidad. en tanto pretende
mantener una est'era de arttorlomia dc la persona para
er.itar que aspectos de su vida privada sean conocidos
por teroeros. scan estos sltietos privadtls tl autorldadcs

¡rúblicas.

d) El respeto a la condición ¡'dignidad del
ser huma¡ro

l-a C-onstitución Política- csl,o.*ilicantnte en sus
artículos 21.24 y 33. tutela cl respeto a la condicitin 1'
dignrdad del ser humano- Por su parte- la Convención
Americana de Derechos llumanos- en su arric-ulo !l-
tutela el derecho al respeto de la honra ¡ dignidad- quc
dimana de la condición de pcrsona agregnndoquc *.--cl
Estado debe proteger a ésta conlra las injercnctas
arbitrarias o abusivas en su vida prirada- liunilia- honra
o reputación."

De alli que dicen los magistrados- laoonjrmión
del secreto de las cosnunicaciones y el derecho a la
intimrdad conlleva la prohibición absolutaa hsantridades
púbhcas -incluídas las penitenciarias- de interceptar-
tono".. o imponerse del contenidode lasoornrricacisres
aJenas, en este caso, de los privados de libertad. y rnás
concretamente. de las comunicaciones de éste con su
abogado def'ensor, derecho cuyo contenido es el objeto
de la acción en estudio.

Todas estas consideraciones llevaron a la Sala
a considerar inconstitucional la última parte del artículo
4limpugnado en cLranto fijaba la distancia máxima
permitida del custodio respecro del privado de libertad
en dos metros, pero no consideró contrario a la Constitu-
ción que la norma permitiera al custodio pennanecer en
el mismo recinto en que se celebra la reunión del privado
con su defensor, siernpre y cuando las condiciones fisicas
de la habitación impidan al custodio imponerse del
contenido de estas comunicaciones.

<<...En caso contrario - continua la Sala- debená
la Administración adecuar esos sitios de encuentro' so

pena de que aquél deba permanecer fuera de los mism<ls.
De todas nlaneras. en aras de pt'ocurar [a segurídad. la
Administración también ha de prever los mecanismos

¡rara evitar la füga del pnsionero. a la vez qr.re garantizarle
al abogado def'ensor su seguridad personal.>

<.. .De tal  nranera -concluye- las razones de
scgLrridad o de orden. en csle tipo de regulaciones que
atañen a una si tuación de suleción especial  de los
detenidos, ha dc manelarsc con criterios de razonabilidad.
a la luz de los preccdentes jur isprudenciales arr iba
transcritos. [Jna regulacitin desaprensiva. como la que
ac¡uí se impugna. según sc dirá. equivaldría a negar
elcnrentos csenciales de la comunicación entl.e el privado
de libertad y su def'ensor...>

Lin brcve comentar io

Nuestro personal proceso de inserción en un
nredio (naturalmente'> democrático, con derechos 1'
libertades generalmente conquistados por otros, nos
impide a veces tomar conciencia del pr iv i legio que
significa poder' distiutar de este ambiente social y
ref'lexionar sobre la posibilidad que los espacios de
libertad conquistados con grandes sacrificios a través
de los siglos vayan cediendo. a veces lentarnente, ante
supuestas exigencias de orden y seguridad.

Por esas razones es que resoluciones, como la
aquí comentada. no pueden ser pasadas por alto, pues
el las def ienden espacios de l ibertad, en este caso
pequeños espacios de libertad para los que ya, de por sí.
privados de libertad.

En la contención de las urgencias de seguridad
cuando afectan estos pequerlos espacios de libertad ¡
en la defensa includicable de estos pequeños espacios
de libertad radica parte de la lucha de quienes son
corrcientes que los derechosnopermanecen sino se lucha
para defenderlos y conservarlos ante los más sutiles
avances de las limitaciones innecesarias. De allí la
importancia de este tipo de resoluciones, como la que
aqui glosamos, cuya divulgación resulta un deber
irrludible.
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